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Ref. Su solicitud de concepto1
Se basa la consulta objeto de estudio en determinar si un vocal de control que integra la Junta Directiva de una empresa pública de servicios domiciliarios de orden municipal, tiene voz y voto.
Las siguientes consideraciones se formulan teniendo en cuenta el alcance del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo. Por tal razón, es importante precisar que en desarrollo de la función consultiva no es posible resolver casos particulares o concretos, pues ello corresponde a las autoridades competentes mediante los procedimientos de rigor y, en tal virtud, tanto las preguntas como las respuestas deben darse en forma genérica de tal manera que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares.
1) VOCALES DE CONTROL – VOZ Y VOTO
Toda vez que las funciones que desarrolla un vocal de control en una junta directiva de una empresa de servicios públicos son diferentes de las que desempeñan los miembros del comité como organización social y de las suyas propias, en razón de que integra un órgano diferente del comité al que pertenece, al cual, según el artículo 22 de la Ley 222 de 1995, le corresponden funciones de administración.
En ese orden de ideas, cuando el vocal de control se desempeña como miembro de la junta directiva de una empresa de servicios públicos, cumple las mismas funciones de los demás miembros de dicha Junta y, en consecuencia, está cobijado por los mismos derechos y obligaciones. 
En este sentido, los vocales de control tienen voz y voto en las Juntas Directivas de las entidades oficiales de acuerdo con lo señalado en el numeral 27.6 del artículo 27 de la Ley 142 de 1994. Ahora bien, sus atribuciones, como la de los demás miembros de la Junta Directiva se expresarán en los estatutos.
2) LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS
Sobre dicha solicitud, sea lo primero precisar que los actos administrativos se presumen válidos y legítimos, lo que supone para el administrado y para la administración, cumplir lo dispuesto en el acto, a la par de tener la carga de la prueba en caso de sostener la existencia de algún vicio que le cause perjuicio.
La presunción de legalidad del acto administrativo es la suposición de que el acto fue emitido conforme a derecho, dictado en armonía con el ordenamiento jurídico. Es una resultante de la juridicidad con que se mueve la actividad estatal. La legalidad justifica y avala la validez de los actos administrativos; por eso, crea la presunción de que son legales, es decir, se los presume válidos y que respetan las normas que regulan su producción.
Sin embargo, a pesar de la presunción de legitimidad de la que gozan los actos administrativos, ésta es una presunción iuris tantum, es decir, que admite prueba en contrario, razón por la cual la legitimidad de los actos se puede ver afectada por las causas de nulidad de pleno derecho y de anulabilidad.
En esa medida, no obstante la presunción de legalidad de que gozan los actos administrativos en sí mismos, estos a su vez pueden ser controvertidos mediante la interposición de los recursos previstos en la ley lo cual debe realizarse dentro de la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco (5) días siguientes a ella, o a la desfijación del edicto.
Una vez hayan sido interpuestos los recursos y resueltos los mismos, se produce el agotamiento de la vía gubernativa y el acto administrativo reviste el carácter de ejecutivo y ejecutorio.
Dado lo anterior, tenemos que cuando se agote la vía gubernativa, es decir, cuando los recursos interpuestos se hayan decidido por parte de la autoridad administrativa, ya no existe la posibilidad de que dicho acto administrativo se controvierta ante la entidad que lo profirió, sin perjuicio que el particular pueda demandar la decisión administrativa ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo mediante el ejercicio de las acciones previstas en la ley.
A contrario sensu, si el particular no ha interpuesto los recursos obligatorios en la vía administrativa, se entenderá que no agotó la vía gubernativa, y por ende no le será posible acudir ante las autoridades jurisdiccionales, pero si al instituto de la revocatoria directa.
En el evento que un particular o entidad se encuentre inconforme o lesionado con la decisión proferida por la administración, tendrá la posibilidad de agotar en primera instancia, la vía gubernativa por intermedio de los recursos de ley y en el evento que no prosperen, tendrá la posibilidad de acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta Entidad. 
Cordialmente, 
MARINA MONTES ALVAREZ 
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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